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VLADIMIR I. MENDOZA VILLAMIZAR 
ABOGADO 

Calle 35 # 12-52 Oficina 215 Edf. Nasa. 
Celular 310-276 79 80 - E-mail: vlachomenvi@hotmail.com. 

 

 
Bucaramanga, 20 de febrero de 2024. 
 
 
Señores: 
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BUCARAMANGA, SALA 
CIVIL FAMILIA AGRARIA. 

Correo electrónico: seccivilbuc@cendoj.ramajudical.gov.co; 
E.       S.      D. 
 
 

REFERENCIA: 

PROCESO VERBAL  

DEMANDANTE CINDETS, Nit # 900.548.590 - 1. 

DEMANDADO F. CENIGAA, Nit # 900.345.215 - 2. 

Mg. PONENTE Dra. María clara Ocampo correa  

RADICADO 68001 - 31- 10- 008 - 2018- 00328 - 04  (radicado 

interno 2024 - 016) 

 
 
Vladimir Ilich Mendoza Villamizar, varón mayor de edad, con C.C. # 
91.248.407 de Bucaramanga y T.P. # 75.222 del C.S. de la J., con correo 
electrónico: vlachomenvi@hotmail.com; Teléfono móvil celular 310-
2767980, en representación de la CORPORACIÓN INVESTIGACIÓN EN 
DESARROLLO TECNOLčGICO SOSTENIBLE ƄCINDETSƄ, NIT # 
900.548.590-1, en el proceso de la referencia, con fundamento en AUTO 
que me antecede de fecha 13 de febrero de 2024, y con base en los artículos 
327 del CGP y lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 12 de Ley 2213 
de 2022, estando en término, oportunamente SUSTENTO el recurso de 
APELACION ya interpuesto, contra la SENTENCIA ANTICIPADA, de primea 
instancia notificada en estados el día 7 de diciembre de 2023, en el proceso 
de la referencia, a fin de que sea REVOCADA y se profiera otra en donde se 
acojan todas y cada una de las pretensiones de la demanda, y/o se dicten 
otras disposiciones que en derecho correspondan, y sin perjuicio de 
adicionar y/o sustentar en oportunidad procesal; así:   
 
Primero.- Se argumentó, se reitera y se dijo cuando se interpuso el recurso 
de alzada lo siguiente: 
 

ñéA.- La presente causa comenzó en sede contenciosa administrativa en donde 

oportunamente se ejerci· el medio de control ñControversias contractualesò (art 141 

L. 1437/2011) en razón de que (i) se trataba de los efectos de unos convenios, [convenios] 
a través de los cuales se invirtieron dineros públicos, administrados por una 
entidad sin ánimo de lucro mixta de capital público mayoritario (CORPORACIÓN 
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CBEï), que había sido disuelta y cuyo liquidador (de la CBE EN LIQUIDACIÓN) no había 
querido ejercer la acción judicial respectiva ante un deudor (FUNDACIÓN CENTRO DE 

INVESTIGACIÓN EN CIENCIAS Y RECURSOS GEOAGROAMBIENTALES ïF. CENIGAAïNit # 900.345.215-2), 
cedida por un conviniente (CINDETS, ver carpeta ñC01principalò, PDF ñ001cuadernoprincipalò, p§ginas 70 

a 71 del expediente digital. También se aportó como prueba en el anexo 8 de la demanda) y tal comportamiento 
omisivo constituía disminución de la prenda general de los acreedores a la luz de 
la ley 1.116 del 2.006 y (ii) además por fuero de atracción (art. 104, parágrafo, L. 1437 del 

2011) y lugar de ejecución del convenio correspondía al TRIBUNAL 
ADMINISTRATIVO DE SANTANDER (Ver carpeta ñC01principalò, PDF ñ001cuadernoprincipalò, 

páginas 162 y 163 del expediente digital. También se aportó como prueba en el anexo 26 y 27 de la demanda). Hoy, 
en lealtad procesal, debo informar que esta acción de la demandante está validada 
por la Honorable Corte Constitucional, Sala Plena, en razón a la naturaleza de la 
demandada en un caso similar siendo demandado el CBE EN LIQUIDACIÓN, NIT 
# 804.001.183-0. (El mismo demandado en este proceso, es decir el máximo Tribunal de este país ya definió que 

la CBE es una entidad mixta de capital público mayoritario y que todos sus actos objeto de litigio debe conocerlos el Juez 

Administrativo.), en auto del 14 de septiembre del 2.022, M. P. Dr. Jorge Enrique 
Ibáñez Najar, cuya copia me permito adjuntar (Anexo 1), lo cual, salvo mejor criterio 
legal en contrario, ameritaría la nulidad de todo este proceso y su remisión a dicha 
Corte para que se decida definitivamente la competencia para conocer del asunto. 
 
B.- En la época (antes de conocerse la decisión de la Corte Constitucional), el TRIBUNAL 
ADMINISTRATIVO DE SANTANDER erróneamente consideró que el juez 
competente era el Juez Civil del Circuito de Bucaramanga Reparto- y remitidas 
las diligencias a la justicia ordinaria le correspondió la primera instancia a este 
Juzgado Octavo Civil del Circuito de Bucaramanga. 
 
C.- El a-quo, ñordenó readecuarò1 la demanda y sus pretensiones a la legislación 
civil, razón por la cual nos encontramos en un proceso Verbal (i) Declarativo 
constitutivo de la Existencia o no de un ñFRAUDE PAULIANOò cometido por el CBE 
EN LIQUIDACIÓN (o del liquidador en ñcomisi·n por omisi·nò art. 6 de la C.P.2), (ii) promovido por 
una acreedora (CINDETS) de ese CBE EN LIQUIDACIÓN en virtud de unas 
obligaciones civiles que todavía no han prescrito extraordinariamente y (iii) en 
ejercicio de la acción contenida en el artículo 74 L 1116/2006; obligaciones que 
nacieron en la liquidación de una ecuación financiera de un convenio suscrito entre 
la extinta CBE y su operadora directa e indirecta (CINDETS) dentro del convenio de 
asociación 000573/2013 suscrito entre INCODER y CBE (art. 96 L. 489 del 1.998). Nótese 
que en las relaciones jurídicas sustanciales (hechos, actos y/o negocios jurídicos) siempre 
fueron convenios, nunca CONTRATOS, como lo mal entendió el a-quo al fijar el 
contradictorio en el proceso civil. Y, que las obligaciones no prescritas aun (ver hecho 

7 de la subsanación de la demanda visible en carpeta ñC01principalò, PDF ñ001cuadernoprincipalò, p§gina 204 del 

expediente digital), otrora intentaron pagarse mediante un pagaré ineficaz según 
sentencia de segunda instancia del Tribunal Superior de Bucaramanga, proceso 
68001-31-03-0006-2016-00298-01. Nótese que la terminación del proceso 
ejecutivo con título valor ineficaz no extinguió las acciones judiciales y obligaciones 
civiles que nacieron antaño (en el acto de liquidación del CONVENIO ESPECÍFICO DE COOPERACIÓN 

DE CIENCIA Y TECNOLOGÍA No. 01, adiado 14 de mayo del 2.013, suscrito entre CBE y CINDETS y su subsiguiente 

cesión), como también lo mal entendió el a quo en su sentencia anticipada, y que el 
liquidador en cuanto a acreencias no ha querido cobrar para preservar el 
patrimonio bajo su liquidación y que a su vez forma parte de la prenda general de 
todos los acreedores. 
 
D.- La sentencia aquí impugnada argumentó que la acción REVOCATORIA Y DE 
SIMULACIÓN (art. 74 L. 1.116/2006) había fenecido, frente a lo cual debo 

 
1 En realidad, sucedieron muchas otras cosas. 
2 ñARTICULO 6o. Los particulares sólo son responsables ante las autoridades por infringir la Constitución y las leyes. Los 

servidores públicos lo son por la misma causa y por omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funciones.ò (Los subrayados 
son míos) 
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contraargumentar que la omisi·n es una conducta de ñtracto sucesivoò y a¼n 
persiste, luego cualquier caducidad y/o prescripción deberá contarse desde que 
cese tal OMISIÓN y eso no ha sucedido; luego no ha podido suceder caducidad 
y/o prescripción alguna de la acción contenida en el artículo 74 Ley 1116/2006. 
Nótese que la sentencia aquí recurrida se afinca en un comunicado del liquidador 
fechado 1 de diciembre del 2023, quién ya había incumplido la orden judicial de 
aportar todo el expediente de la liquidación (Ver auto de fecha 13 de septiembre del 2.022, visible en 

la carpeta ñC01principalò, PDF ñ046ActaAudienciaInicial.pdfò, p§ginas 1 a 4 del expediente digital), luego esta 
prueba es ñtan débilò y apreciada ñtan apresuradamenteò que nada demuestra, ha 
sido generada por un sujeto de derechos, sustancial y procesal, que ha venido 
cometiendo ñFRAUDE PAULIANOò y cuya conducta es la que precisamente da 
paso a la acción del artículo 74 de la Ley 1116/2006, lo que convierte la decisión 
del a-quo, con fundamento en solo esa prueba, en violatoria de todo el régimen 
probatorio del CGP, en materia de relaciones jurídicas sustanciales. 
 
Todo lo contrario, sucede en la verdad histórica, pues existe en el plenario 
abundante acervo probatorio que demuestra el ñFRAUDE PAULIANOò, la 
legitimación por activa de CINDETS, NIT 900.548.590-1, los perjuicios irrogados 
por la demandada y el monto de la indemnizaci·n "deprecadaò. 
 
E.- Con todo respeto a la magistratura, oportuno es recordar que la acción judicial 
se ejerce a través de las pretensiones contenidas en la demanda, en un esquema 
como el siguiente: 

 

1.- Ha dicho la jurisprudencia y la doctrina nacionales que la ñcarencia de la legitimación 
en la causaò se subdivide en (i) ad causam (en la causa) y (ii) ad procesum (en el proceso) y 
que el artículo 278-3 del CGP, consagró como eventos necesarios y suficientes y 
como deber del Juez para la sentencia anticipada de encontrarlos 
SUFICIENTEMENTE probados, más allá de toda duda razonable. ¿Podrá una 
prueba sin pasar por el crisol de la contradicción ser su único fundamento 
probatorio basilar de una sentencia anticipada? En nuestro sentir no, y por ello la 
sentencia aquí impugnada debe ser revocada por carecer de fundamento 
probatorio necesario y suficiente. 
 

2.- Está probado fehacientemente desde la demanda y no ha sido desvirtuado 
probatoriamente (por el contrario, ha sido reafirmado al arrimar el a quo el expediente radicado 68001-23-33-

000-2016.00634-00, hoy M. P. Dra. Claudia Ximena Ardila Pérez): 
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a.- Que en cumplimiento del convenio de asociación 000573/2013 suscrito 
entre INCODER y la CBE (Ver carpeta ñC01principalò, PDF ñ001cuadernoprincipalò, p§ginas 20 a 
32 del expediente digital), hubo un CONVENIO ESPECÍFICO DE COOPERACIÓN 
DE CIENCIA Y TECNOLOGÍA3 No. 01, adiado 14 de mayo del 2.013, entre 
CBE y CINDETS (Ver carpeta ñC01principalò, PDF ñ001cuadernoprincipalò, p§ginas 33 a 39 del 
expediente digital).  
 
b.- Que en cumplimiento del convenio 000573/2013 suscrito entre 
INCODER y la CBE, hubo un CONVENIO ESPECIAL DE COOPERACIÓN, 
fechado 3 de agosto del 2.013, entre CINDETS y la F. CENIGAA. (Ver carpeta 

ñC01principalò, PDF ñ001cuadernoprincipalò, p§ginas 26 cláusula cuarta numeral 5, 40 a 55 del expediente 

digital). 
 
c.- Que la F. CENIGAA incumplió su convenio al entregar unos estudios 
incompletos y defectuosos y con ello causó perjuicios directos a CINDETS 
(Ver carpeta ñC01principalò, PDF ñ001cuadernoprincipalò, p§ginas 64 a 69 del expediente digital) e 
indirectos a CBE y al INCODER que debe resarcir. 
 
d.- Que el INCODER demoró el último desembolso a la CBE y por 
consiguiente a CINDETS y, que el ente nacional al sentirse demandado por 
la CBE, la llevó (a la CBE) a la audiencia de que trata el art. 86 de la Ley 
1474/2011, para imputarle presunto incumplimiento. 
 
e.- Que la CBE y CINDETS liquidaron la ecuación financiera de su convenio 
el 30 de septiembre del 2.014, acordando: 
 

1)- Que CBE le pagaría el saldo insoluto a CINDETS mediante un 
pagaré (El cual finalmente resultó ineficaz por no ser claro según sentencia judicial de cierre). 
 
2)- Que CINDETS le cedió todo derecho y acciones judiciales a la 
CBE, especialmente frente a la F. CENIGAA (Ver carpeta ñC01principalò, PDF 
ñ001cuadernoprincipalò, p§ginas 70 a 76 y 77 a 84 en donde F. CENIGAA confiesa lo incompleto 

y defectuoso de sus estudios entregados del expediente digital). 
 

f.- Que el INCODER fue suprimido, la CBE concurrió a la liquidación de su 
patrimonio para reclamar sus acreencias, el liquidador de su patrimonio [el 

del INCODER] declaró cumplida a la CBE del convenio 000573/2013 mediante 
resolución 417 del 2016, pero nunca le reconoció el arreglo de los estudios 
que había presentado la F. CENIGAA ni los gastos de defensa en la 
audiencia de que trata el art. 86 de la Ley 1474/2011 como tampoco las 
indemnizaciones que había solicitado. 
 
g.- Que la CBE fue disuelta y el liquidador no le ha cobrado suma alguna a 
la F. CENIGAA. 
 
h.- Que el PATRIMONIO AUTÓNOMO REMANENTE DEL INCODER 
PAR INCODER  le reconoci· al CBE EN LIQUIDACIčN parcialmente sus 

acreencias y le hizo el pago de $700.000.000,oo y éste le hizo la respectiva 
quita en el proceso administrativo reseñado radicado 68001-23-33-000-
2016.00634-00. 

 
3 ñéenti®ndese por actividades cient²ficas y tecnol·gicas las siguientes: (é) Servicios científicos y tecnológicos que se refieren a 
la realización de planes, estudios, estadísticas y censos de ciencia y tecnología; a la homologación, normalización, metodología, 
certificación y control de calidad; a la prospección de recursos, inventario de recursos terrestres y ordenamiento territorial; a la 
promoción científica y tecnológica; a la realización de seminarios, congresos y talleres de ciencia y tecnología, así como a la 
promoción y gestión de sistemas de calidad total y de evaluaci·n tecnol·gicaéò (D.L. 591/1990, art²culo 2, numeral 3 ñpor 

el cual se regulan las modalidades específicas de contratos de fomento de actividades científicas y tecnológicasò, 

subrayado mío) 
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i.- Que al no haber prescrito la obligación insoluta por parte de la CBE nacida 
de la liquidación del convenio CBE ï CINDETS y haber sido fallido el pago 
mediante el pagaré ineficaz, CINDETS como acreedora desde esa fecha, 
en ejercicio de la acción consagrada en el artículo 74 Ley 1116/2006, 
OPORTUNAMENTE ha demandado a F. CENIGAA. 
 

3.- En verdad histórica y procesal CINDETS está legitimada ad causam para 
demandar a la F. CENIGAA y por tanto la sentencia anticipada y fechada 6 de 
diciembre del 2.023 debe ser revocada por ser contraevidente. 
 

II.- DE LAS OTRAS CENSURAS: 

A.- Primera: Violación del debido proceso por violación indirecta de la Ley 
consistente en indebida apreciación probatoria, que amerita su revocatoria y el 
acogimiento de todas y cada una de las pretensiones de la demanda puesto que: 
 
1.- El a-quo, nunca precisó, fue ambivalente y equívoco en los negocios jurídicos 
sustanciales apreciados y contenidos en los documentos arrimados al plenario. Un 
contrato es muy distinto a un CONVENIO, pero Desafortunadamente el Juez de 
primera instancia no diferenció esos distintos acuerdos de voluntades, además 
nunca apreció la esencia de la acción REVOCATORIA Y SIMULACION ejercida, 
pues cuando fijó el contradictorio solo menciono la norma y creyó estar frente a un 
litigio que versaba sobre el incumplimiento de un ñcontratoò y su consiguiente 
responsabilidad. En verdad, lo que estamos es en presencia de una indebida 
liquidación de un patrimonio mixto con participación pública mayoritaria, que surgió 
a raíz de una disolución de una persona jurídica que había celebrado convenios 
con la demandante y demandada. Entre estos negocios jurídicos y conforme se 
dijo en la demanda se subrogó en derechos y acciones judiciales frente a la 
demandada (liquidación de la ecuación financiera del convenio 01 del 14 de mayo del 2.013 suscrito entre CBE y 

CINDETS, Ver carpeta ñC01principalò, PDF ñ001cuadernoprincipalò, p§ginas 64 a 67 del expediente digital. Visible 

también como anexo # 7 de la demanda). Dentro de estas acciones judiciales que recibió estaba 
la de demandar el incumplimiento del convenio que la F. CENIGAA había suscrito 
con CINDETS, con resarcimiento de perjuicios, cosa que todavía no ha hecho el 
liquidador. Es más, el liquidador se puso de acuerdo con la F CENIGAA, como 
testigo a su favor en un proceso en el distrito judicial de Neiva, radicado 41001-31-
03-001-2017-00078-00, y donde este extremo judicial fue defensor de CINDETS y 
por ello doy fe adjuntando video de la audiencia (Anexo 2). Proceso que perdió la F. 
CENIGAA. Esto demuestra que el comunicado del Liquidador de fecha 1 de 
diciembre de 2023 signado por el liquidador del CBE EN LIQUIDACIÓN, tiene, 
entre otras cosas, toda la intención de favorecer a la F. CENIGAA, en desmedro 
del patrimonio puesto bajo su liquidación, patrimonio que es prenda general de los 
acreedores y en especial de CINDETS. Es más, resulta violatorio del debido 
proceso que ese documento no fuese expuesto a la contradicción de la 
contraparte. Revisado el documento a la luz de los archivos de la Cámara de 
Comercio de Bucaramanga, la disoluci·n de la CBE se prob· con el ñExtracto de 
Acta No. 28ò, no con el ñacta 28ò que arrim· el liquidador a este plenario, lo cual 
indica que estamos ante una prueba que presuntamente adolece de falsedad 
ideológica. 
 
2.- Se reitera lo que se puso en consideración del a-quo, fue la existencia o no de 
un ñFRAUDE PAULIANOò que en Colombia se corrige, entre otras instituciones 
procesales, a través de la acción consagrada en el artículo 74 de la Ley 1116 del 
2006; en ningún momento se puso en consideración Responsabilidad Contractual 
alguna de que hablan los artículos 1.602 y siguientes del C.C., como lo argumenta 
la desafortunada sentencia acá impugnada. 
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3.- Habiéndose decretado por el a-quo, el 13 de septiembre del 2022, todas las 
pruebas que resolverían el caso sometido a jurisdicción; se pretermitió la práctica 
de las pruebas fundamentales que le harían conocer al Juez de la causa las 
verdaderas e históricas relaciones sustanciales. En el caso bajo examen a-quo solo 
tomó la vía fácil de la presunta inexistencia de un presupuesto procesal, falta o 
ñcarencia de legitimación en la causaò, lesionando con ello hasta el derecho fundamental 
de acceso a la administración de justicia, garantizado en toda la extensión del CGP 
y principalmente en los deberes del operador jurídico judicial consagrados en los 
artículos 42 y s.s. del CGP. 
 
4.- También se pretermitió oír en alegaciones a las partes, lo cual viola el derecho 
fundamental de audiencia y se incurre en causal de Nulidad procesal a la luz del 
articulo 133 # 6 el CGP. 
 
5.- La sentencia anticipada por ñcarencia de legitimación en la causaò, debe tener como 
fundamento probanzas que hayan salido incólumes después del crisol de la 
contradicción, lo que no ocurrió en el presente caso porque se confundió un 
proceso ejecutivo con uno declarativo, ya que el primero puede fenecer y persistir 
la causa del proceso declarativo, tal y como sucedió en al caso bajo examen. 
 
B.- Segunda: Igualmente la providencia que se impugna en apelación debe ser 
revocada y sustituida por otra que dimane del acervo probatorio arrimado al 
plenario porque es imposible para un operador jurídico judicial, afirmar que existe 
ñcarencia de legitimación en la causaò, sin que previamente se haya precisado ñel acuerdo 

de voluntadesò o ñla conducta defraudatoriaò en los negocios jur²dicos patrimoniales, 
pues la norma que consagra su procedencia (Articulo 278 # 3 del C.G.P.) indica que debe 
estar probada toda la relación sustancial a la que se refiere el contradictorio, 
surgido del acervo probatorio obtenido. Muchas veces cuando se fija el 
contradictorio este finalmente no se considera en la sentencia puesto que del 
acervo probatorio surge otra verdad histórica, base de toda sentencia en derecho.  
En el presente caso el a-quo nunca entendió qué se le puso a decidir, nunca precisó 
los negocios jurídicos existentes entre las partes, nunca vio las conductas omisivas 
de las partes; solo le dio credibilidad al dicho, permeado por ñel interés procesal de 

parteò, de una de las partes (precisamente la que desplegó conducta omisiva) y que ni siquiera lo 
pasó por la aplicación del principio de contradicción. 
 
C.- Tercera.- Toda pretensi·n tiene como base (i) ñel petitumò y (ii) la ñcausa petendiò, 
®sta a su vez se fundamenta en (a) ñla proposición jurídica completaò y en (b) la 
ñsituación fácticaò. Explicados, argumentados y probados los yerros del a quo en 
esta (la situación fáctica) y en los acápites anteriores, paso ahora a tratar acerca de los 
yerros en la legitimación ad procesum: 
 
1.- El artículo 74 de la ley 1116/2006 reza: 
 

ñARTÍCULO 74. ACCIÓN REVOCATORIA Y DE SIMULACIÓN. Durante el trámite del 
proceso de insolvencia podrá demandarse ante el Juez del concurso, la revocación o 
simulación de los siguientes actos o negocios realizados por el deudor cuando dichos actos 
hayan perjudicado a cualquiera de los acreedores o afectado el orden de prelación de los 
pagos y cuando los bienes que componen el patrimonio del deudor sean insuficientes para 
cubrir el total de los créditos reconocidos: 

1. La extinción de las obligaciones, las daciones en pago y, en general, todo acto 
que implique transferencia, disposición, constitución o cancelación de gravámenes, 
limitación o desmembración del dominio de bienes del deudor, realizados en 
detrimento de su patrimonio, o contratos de arrendamiento o comodato que impidan 
el objeto del proceso, durante los dieciocho (18) meses anteriores al inicio del 
proceso de reorganización, o del proceso de liquidación judicial, cuando no aparezca 
que el adquirente, arrendatario o comodatario, obró de buena fe. 




